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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 
SCI-489-2008
31 de julio del 2008
	A:
	MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector 

	
	MBA. Bernal Martínez, Vicerrector Administración

	
	MAE. Marisela Bonilla, Directora de la Dirección de Cooperación

	
	MBA. José Martínez, Director de la Escuela de Administración de Empresas

	
	Lic. Isidro Álvarez, Auditor Interno

	
	Ing. Warner Chaves, Presidente del Directorio de la AIR

	
	

	
	

	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva Secretaría del
Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2568, Artículo 8, del 31 de julio del 2008.  Eficacia jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

I. Origen de la investigación respecto al trámite dado al “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, en adelante conocido como “Convenio de adhesión con la Universidad de Valencia”.
1. Carta de entendimiento entre la Universidad de Valencia y el ITCR, en adelante conocida como “Carta de entendimiento”, fue suscrita el 30 de noviembre del 2004 entre el Dr. José Pla Barber, Director del Departamento de Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia y el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, con el objetivo de “preparar un grupo de aproximadamente 30 profesores de la Escuela de Administración de Empresas del ITCR a nivel de doctorado en Dirección de Empresas de la Universidad de Valencia” (Cláusula segunda), con una cuantía estimada de ¢ 21 millones (Cláusula octava). 

2. El “Convenio de adhesión con la Universidad de Valencia” fue suscrito el 28 de enero del 2008, por el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, la Dra. Yamileth González García Rectora de la UCR, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA y el M.Sc. Rodrigo Arias Camacho, Rector de la UNED, con una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima)

No obstante, aunque el objetivo de este convenio era “formalizar la adhesión de la UCR, UNA y UNED al convenio específico que existe entre la Universidad de Valencia y el ITCR …” (Cláusula primera), el mismo no fue suscrito por el Dr. Francisco Tomás Vert, Rector de la Universidad de Valencia, requisito indispensable para que dicho convenio adquiriera eficacia jurídica.
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3. La investigación respecto a la eficacia jurídica y al fundamento legal para asignar fondos destinados a ejecutar el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” se inició el 5 de marzo del 2008, fecha en que el Dr. Luis Gerardo Meza Cascante, Director de la Oficina de Planificación Institucional, dio a conocer, por medio del correo electrónico interno, su “Renuncia al puesto de Director de la Oficina de Planificación Institucional” presentada mediante el memorando OPI-098-2008. 

En su mensaje, el Dr. Meza señaló que a raíz del anuncio que hizo la Oficina de Prensa del ITCR sobre la firma de un nuevo convenio con la Universidad de Valencia, procedió a advertir al Rector  M.Sc. Eugenio Trejos respecto a la necesidad de contar con la aprobación del Consejo Institucional antes de proceder a la firma de dicho convenio, advertencia respecto a la cual no obtuvo respuesta alguna. 

4. Ante esta situación, la Comisión de Planificación y Administración consideró que el comunicado del Dr. Meza constituía una “denuncia abierta”, mediante la cual se ponía en conocimiento de la comunidad institucional como un todo y del Consejo Institucional en particular, de que el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” no se había tramitado conforme a la normativa institucional establecida al efecto.

II. Acciones realizadas por la Comisión de Planificación y Administración ante la denuncia de que el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” no se había tramitado conforme a la normativa institucional.

5. En razón de lo anterior, la Comisión de Planificación y Administración decidió solicitar información a las diferentes partes que pudieran tener relación con este trámite con el fin de determinar la veracidad de la denuncia difundida por el Dr. Meza medio de correo electrónico interno.

6. Entre la información recolectada por la Comisión de Planificación y Administración respecto al trámite dado a este convenio se encuentra el “Informe AUDI/AS-007-2008, Observaciones a los procedimientos seguidos en la tramitación del Convenio de Adhesión número noventa y seis entre el ITCR y la Universidad de Valencia y sobre la legitimidad del usos de los recursos involucrados 2008” remitido por el Lic. Isidro Álvarez Salazar, Auditor Interno, a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de dicha Comisión (Referencia: oficio AUDI-112-2008, del 5 de mayo del 2008).

7. Este “Informe de asesoría” fue preparado por la Auditoría Interna con el propósito de, brindar el criterio de la Auditoría Interna en relación con:

a. Los procedimientos seguidos en la tramitación del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” para el desarrollo de un Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas”

b. La legitimidad del uso de los recursos públicos involucrados en este Convenio.
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8. Entre las principales conclusiones a las que llegó la Auditoría Interna, que están consignadas en el “Informe AUDI/AS-007-2008, Observaciones a los procedimientos seguidos en la tramitación del Convenio de Adhesión número noventa y seis entre el ITCR y la Universidad de Valencia y sobre la legitimidad del usos de los recursos involucrados 2008” se encuentran las siguientes:

a. (En relación con la figura de “Convenio de adhesión”) esta Auditoría Interna es del criterio que la figura legal que correspondía era la emisión o suscripción de un nuevo Convenio, teniendo como participantes a las cuatro universidades acogidas en el CONARE, para desarrollar un Programa Interuniversitario de Formación de Doctores en Dirección de Empresas, en conjunto con la Universidad de Valencia.

b. Es criterio de esta Auditoría Interna que lo expuesto por la Máster Bonilla, no justifica el incumplimiento de los procedimientos establecidos, por cuanto la única instancia institucional con competencia técnica para dictaminar si los Convenios o cualquier otra actividad es pertinente y se vincula con los planes institucionales, es la Oficina de Planificación Institucional, tal como se estable en la normativa institucional.

c. Entiende esta Auditoría, que la Vicerrectoría de Administración, ha delegado la atención de esta función (la de analizar la viabilidad presupuestaria de dicho Convenio) en ese Departamento (Financiero-contable) por contar con competencia técnica, sin embargo, no se ha constatado la formalidad de dicha delegación.

Por tanto, al no tramitarse formalmente ningún tipo de solicitud ante la Vicerrectoría de Administración, ni ante el Departamento Financiero Contable -con competencia técnica para pronunciarse en materia presupuestaria- para la emisión de los dictámenes respectivos, no se perfeccionó el cumplimiento de la normativa aplicable. 

d. Es necesario destacar la inconveniencia de que la Dirección de Cooperación, la Asesoría Legal o el Departamento Financiero Contable, dictaminen en materia que no sea del ámbito de su competencia. En este caso la normativa institucional y los procedimientos establecidos son claros al establecer la competencia en materia de planes institucionales a la Oficina de Planificación Institucional. 

e. Se evidencia que tanto la solicitud a la Asesoría Legal, como la emisión del dictamen por esa dependencia, se realizaron en forma extemporánea, un día después de que el “Convenio de Adhesión” fue suscrito por el Rector del Instituto.  

f. Al no recibirse la respectiva propuesta del “Convenio de Adhesión”, en el Consejo Institucional, según los procedimientos establecidos, sus miembros no estuvieron en la posibilidad de cumplir con las funciones que en esta materia le han sido asignadas a nivel estatutario.

g. Llama la atención que esta convocatoria se hiciera en forma cerrada para los funcionarios de la Escuela de Administración de Empresas, por cuanto, uno de las variaciones sustantivas del nuevo Convenio, es el beneficio que recibió el Instituto al poder incorporar en este Programa de Formación, funcionarios con la titulación de Ingeniero o similar, lo que lo hace extensivo a funcionarios de otras Escuelas y Departamentos institucionales.
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h. Se evidencia, una transgresión a la normativa institucional que regula la materia del otorgamiento de becas a funcionarios, por cuanto no solo se han realizado pagos de matrículas o colegiaturas, como parte de una beca a los funcionarios, sin contar con el acuerdo del Comité de Becas, sino que se incluye a  estudiantes que no cumplen con los requisitos.

i. Se evidencia que la Administración ha ejecutado actividades e incurrido en erogaciones amparadas en el “Convenio de Adhesión”, sin contar con la eficacia jurídica que se demanda en el mismo, al no contar el documento con la firma de todas las partes, previo al inicio de las actividades convenidas.

III. Análisis respecto a la “eficacia jurídica” del “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”
9. Sobre este aspecto, cabe señalar que presuntamente la Dirección de cooperación mediante Oficio DC-010-08, del 28 de Enero del 2008, remitió a la Oficina de Asesoría Legal el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” para su revisión.
Cabe señalar que no obstante, dicho Oficio DC-010-08 presenta un sello de recibido en la Oficina de Asesoría Legal con fecha 29 de enero del 2008, esto es, que la solicitud de revisión de este convenio ingresó a la Oficina de Asesoría Legal con posterioridad a su suscripción.
Por lo que, si se tiene en cuenta que “cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa” (Ley General de Administración Pública, Artículo 145.3), dicho convenio carece de eficacia jurídica.

10. Adicional a lo anterior debe señalarse que luego de haber realizado un amplio análisis de la información, el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” presenta otros defectos relacionados con el trámite de formulación, revisión y ejecución de convenios que contribuyen a restarle eficacia o validez jurídica a dicho convenio.  Entre otras faltas de este tipo pueden mencionarse las siguientes:

a. La Vicerrectoría de Administración, la Oficina de Planificación Institucional y la Oficina de Asesoría Legal presuntamente no participaron, ni formal ni oportunamente, en el trámite de aprobación conforme lo dispone la normativa interna dictada el efecto.

b. La Dirección de Cooperación presuntamente inobservó las disposiciones establecidas por la normativa interna en el trámite de aprobación de convenios.

c. El convenio fue presuntamente suscrito por el Rector, M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, sin cumplir el requisito estatutario de contar con la autorización del Consejo Institucional antes de proceder a firmarlo (Artículo 18, inciso q), lo que podría significar, en grado de probabilidad, que no se contó con el criterio de eficacia legal de un convenio antes de proceder a su suscripción y ejecución.
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d. El Convenio de Adhesión no fue suscrito por el Rector de la Universidad de Valencia. 

11. Cabe indicar que en el “Manual de normas y procedimientos para la firma de convenios en los que participe el ITCR” elaborado por la Dirección de Cooperación de la Vicerrectoría de investigación y extensión y publicado en la Gaceta N° 192, Martes 1° de noviembre del 2005, se indica (en la justificación):

“Según el criterio de la Dirección de Cooperación el procedimiento (para la firma de Convenios en los que participe el ITCR) debe encontrarse debidamente documentado ya que constituye una fuente de consulta que reúne información sobre la sucesión sistemática y ordenada de las operaciones que se desempeñan, además constituye una herramienta de consulta, apoyo y capacitación, tanto para las personas que trabajan en la Dirección de Cooperación, como  para la comunidad institucional que se vea en la necesidad de formalizar un convenio.

Los procedimientos a documentar son: Convenios Marco, Convenios que comprometen recursos institucionales y los que superan el tope establecido por la Contraloría General de la República.”

Asimismo, esta normativa en su Capítulo 2 “Convenios que comprometen recursos institucionales”, Sección 2.3 “Responsabilidades” señalan los compromisos de las diferentes partes involucradas en la aprobación de convenios de este tipo (gestor, director de la escuela, Consejo de Escuela, Dirección de Cooperación, Departamento Financiero-Contable, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal, Rectoría y Consejo Institucional).

No obstante lo anterior, debe señalarse que, aunque efectivamente el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” compromete recursos institucionales, varias de las etapas del procedimiento de aprobación no se  cumplieron en forma adecuada.

12. Respecto a la presunta antinomia en disposiciones sobre convenios

En el análisis de este tema ha surgido la tesis de que existe una antinomia normativa entre el artículo 4 del Reglamento de Convenios, aprobado por el Consejo Institucional la Sesión No. 1989, Artículo 7, del 30 de abril de 1998, publicado en la Gaceta del Tecnológico 95 y el artículo 5 de las normas de Presupuesto del ITCR, aprobadas por el Consejo Institucional en la Sesión 1887, Artículo 13, del 30 de Mayo de 1996, publicadas en la Gaceta del Tecnológico 70, lo cual produce una derogación tácita de la segunda por la primera, por ser norma más reciente.
Al respecto se debe señalar que, en relación con el tema del conflicto de normas, Hans Kelsen ha manifestado que "Dos normas jurídicas entran en conflicto si la aplicación de una es incompatible con la aplicación de la otra, esto es, si la aplicación de la una no es posible sin la aplicación de la otra".
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Asimismo el tratadista Juan Santamaría Pastor ha planteado que "Por derogación tácita se entiende, (…) la cesación de la vigencia de una norma producida por la incompatibilidad objetiva existente entre el contenido de sus preceptos y los de la nueva norma;(…) la derogación tácita, al contrario de la expresa, requiere para su constatación y puesta en práctica de una operación interpretativa ulterior, tendente a fijar la existencia efectiva de incompatibilidad y su alcance. 
Cabe señalar que en caso de existir realmente un conflicto de normas, ello conduce a crear escenarios de incerteza jurídica, circunstancia que supone un menoscabo al “Principio de Seguridad Jurídica”, razón por la cual resulta necesario resolver oportunamente tal conflicto de acuerdo con las vías adecuadas previstas en el ordenamiento, y los principios generales de derecho, con el objeto de resguardar el mencionado principio.
Sin embargo, debe señalarse que, en este caso, no existe antinomia normativa entre las disposiciones precitadas, ya que estas normas lejos de ser contradictorias son complementarias.  En efecto, las Normas del Presupuesto, regulan la materia de contenido económico u orden presupuestario, entiéndase fondos públicos, involucrados en los convenios mientras que el Reglamento de Convenios, por ser de orden convencional, está subordinado a la materia presupuestaria lo que impide que nazca a la vida jurídica la antinomia normativa como tal y por ende la derogatoria tácita por ausencia de requisitos normativos, aunado a que ambas normas tienen vigencia en tiempo, espacio, personal y material.

Asimismo, es importante señalar que las normas de presupuesto nacen a raíz de un disposición de carácter obligatorio girada por la Contraloría General de la República, ente auxiliar de la Asamblea Legislativa para la fiscalización de la Hacienda Pública, la cual tiene jerarquía constitucional, por lo que el ente encargado de su fiscalización, tiene idéntica jerarquía, lo que permite deducir que la jerarquía de las “Normas de presupuesto” es superior a la del “Reglamento de Convenios”. 

Por tanto, se concluye no solamente que las normas citadas no se excluyen mutuamente sino que las mismas son complementarias y dependientes la una de la otra. 

Por consiguiente, no opera la derogación tácita o implícita de la norma referente a convenios para con lo preceptuado en la norma de orden presupuestario, ya que ésta última no dispone cosas contrarias o incompatibles con ella, más bien la norma presupuestaria, habilita legalmente el contenido de los fondos públicos de la materia convencional.

IV. Trámite de los recursos provenientes de los Fondos del Sistema
13. El denominado “Fondo del Sistema” tiene su origen en el Acta 32-04, celebrada el 28 de setiembre del 2004, con un contenido proveniente del mismo FEES, a partir del 2005, y por el resto del quinquenio, al cual se destina un porcentaje de los recursos adicionales para el FEES.  Asimismo, entre los lineamientos de este fondo, el CONARE señaló: 
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“Las tareas referidas anteriormente serán aprobadas por el CONARE con la debida oportunidad para que puedan ser contempladas, en lo que corresponda, en los presupuestos de cada una de las instituciones.”

14. El Reglamento de Patrimonio para el Desarrollo Universitario, dictado por el CONARE, en sus acuerdos segundo y tercero, claramente establece la obligación de los Consejos Universitarios, de definir las políticas del plan de inversión tanto del FEES como del Fondo del Sistema,  a los que denomina  de manera taxativa como ingresos propios de cada Institución. 
Esta es fundamento legal para que en el trámite y aprobación de recursos que forman parte del “Fondo del Sistema” deban respetarse los niveles de jerarquía del órgano competente  en materia presupuestaria,  esto es el Consejo Institucional, al cual la Contraloría General de la República, le encomienda la obligación de velar por esta materia, asignándole de manera correlativa la consecuente responsabilidad ante un manejo inadecuado de tales fondos.
Por esta misma razón, es que todos los recursos provenientes del financiamiento estatal que reciba el Instituto Tecnológico de Costa Rica producto del FEES, incluidos los denominados Fondos del Sistema, por normativa interna son incorporados en el Presupuesto institucional y sus modificaciones.
15. En vista de que los Fondos del Sistema son parte del FEES, y por lo tanto son recursos institucionales, estos deben recibir el mismo tratamiento que el resto de fondos que conforman la materia presupuestaria institucional.
16. El Consejo Nacional de Rectores fue creado mediante “Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal en Costa Rica”, suscrito por las Instituciones de Educación Superior Universitaria Estatal el 4 de diciembre de 1974 y reformado por éstas el 20 de abril de 1982. En él se regulan aspectos de coordinación para el ejercicio conjunto de la autonomía universitaria en diversos ámbitos.
El CONARE está constituido por los Rectores de las Instituciones signatarias de este Convenio y, conforme al artículo 3 del Convenio de Coordinación, tiene entre otras las siguientes funciones:

 b) 
Aprobar el PLANES, previa consulta a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, los cuales deberán pronunciarse dentro del plazo requerido por el CONARE para ello.

 h) 
Informar, cada seis meses, a los Cuerpos Colegiados Superiores de las Instituciones signatarias, de todas las decisiones que hubiere tomado.

De lo anterior se desprende que el CONARE surge como producto de un instrumento jurídico de menor jerarquía (convenio interuniversitario) que los instrumentos que dieron origen a las universidades estatales (leyes específicas de creación), cuyas facultades, respecto a su forma de administración y gobierno, son reguladas por el principio de la autonomía universitaria de fundamento constitucional.
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Por esta misma razón, las resoluciones que tome CONARE tienen una jerarquía menor que las tomadas por las universidades estatales, las cuales conforme al mismo convenio (Artículo 16) pueden ejercer “el recurso de veto razonado que debe interponerse por escrito por el Cuerpo Colegiado Superior de la Institución signataria interesada”.
17. El artículo 18, inciso j, del Estatuto Orgánico, dispone:
ARTÍCULO 18 

Son funciones del Consejo Institucional: 

j. Ejercer el derecho al veto de las resolucio​nes tomadas por el Consejo Nacional de Rectores
Esta facultad del Consejo Institucional procede de la autonomía administrativa y de gobierno de origen constitucional con la que cuenta el ITCR, y la que faculta a este órgano para eventualmente modificar o anular todos los acuerdos tomados por el CONARE respecto al uso y destino de los recursos provenientes del financiamiento estatal recibidos por el Instituto Tecnológico de Costa Rica, producto del FEES, incluidos los denominados Fondos del Sistema.
18. En vista que todos los recursos percibidos por el ITCR del Fondo del Sistema, deben ser aprobados por normativa interna, estos son incorporados en el Presupuesto institucional y sus modificaciones. Los convenios suscritos por el Instituto financiados con recursos provenientes del Fondo del Sistema, o de cualquier otra fuente legítima de ingresos, también deben ser aprobados y ejecutados con base en la normativa del Instituto y no por la establecida por CONARE. 

V. Aspectos conceptuales relacionados con la nomenclatura de convenios redactados para establecer relaciones con la Universidad de Valencia 

19. La nomenclatura de convenios utilizada para clasificar los instrumentos jurídicos que sustentan el establecimiento de relaciones académicas con la Universidad de Valencia contiene varios errores conceptuales, los cuales se indican a continuación.

20. Un “convenio de adhesión” se caracteriza por ser suscrito por otras entidades que se adhieren a un “convenio existente”, y convienen en respetar todas las cláusulas originales de dicho “convenio existente”. 

Si al suscribir un “nuevo convenio” las cláusulas originales del “convenio existente” se modifican en algún sentido, el llamado “nuevo convenio” no sería un “convenio de adhesión” sino que se trataría de un “convenio diferente” o de una “reforma al convenio existente”.  También podría tratarse de un “addendum al convenio existente” mediante el cual se agregan o reforman algunas cláusulas del “convenio existente”.  
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Ante un “convenio de adhesión”, se mantiene un convenio original, al cual se incorporan otras entidades, en el caso que nos ocupa relacionado con la Universidad de Valencia, las otras universidades nacionales deberían haberse incorporado aceptando la totalidad de las cláusulas definidas en el convenio originalmente suscrito por el ITCR.  Sin embargo, el llamado “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”  es un nuevo convenio y no de uno de adhesión pues dicho convenio involucra una serie de variantes respecto a la “Carta de entendimiento entre ITCR y Universidad de Valencia”, entre ellas la relativa a la materia presupuestaria.

Para mayor claridad al respecto a este concepto, puede consultarse el texto de Stiglitz, Rubén S. y Stiglitz, Gabriel; Contratos  por Adhesión; Editorial de Palma; Buenos Aires, Argentina, 1985. 

21. A continuación se incluye un análisis comparativo entre la “Carta de entendimiento entre ITCR y Universidad de Valencia” y el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, con el fin de evidenciar que el segundo no constituye conceptualmente un “Convenio de adhesión” a la denominada  “Carta de entendimiento”.
	Programa de Doctorado en Dirección de empresas con

Universidad de Valencia

	Cuadro comparativo entre “Carta de entendimiento” y “Convenio de adhesión”

	N°
	Asunto
	Carta de Entendimiento
	Convenio de Adhesión

	1. 
	Montos de estimación iniciales
	a. Inicial: ¢ 21 M
b. Adendum: (Aprobado Modif. Presup. Int. No. 001- 05: ¢ 24,95 M
	a. Valor nominal: 

¢ 67.26 M (adicionales a los ¢ 24,95 M contenidos en la Carta de Entendimiento) 

	2. 
	Objetivos de la formación ofrecida por la Universidad de Valencia
	a. Dirigido a 30 profesores de Escuela  de Administración de Empresas del ITCR
b. Preparar para Nivel doctoral


	a. Profesores provienen de las 4 universidades públicas estatales: ITCR, UNA, UCR y UNED.

b. Varían aspectos de formación y desarrollo

c. Postulantes, pueden ser ingenieros, economistas, especialistas en investigación y técnicas de mercadeo etc.

	3. 
	Requisitos de ingreso
	No exige requisito alguno que deba ser cumplido por los estudiantes.
	Impone requisitos de orden taxativo, para los estudiantes que participen del proceso.

	4. 
	Cantidad  de créditos
	Primera fase docente: 21 créditos
	Primera fase docente: 24 créditos
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	5. 
	Materia obligacional
	a. Estudiantes  
No establece obligaciones para estudiantes del ITCR.
	a. Estudiantes

i. Cubrir los costos de traslado, alimentación y hospedaje al visitar la Universidad de Valencia

ii. Visitar la Universidad de Valencia al menos una vez

iii. Presentar autorización (estudiantes que no sean del ITCR)

b. Profesores

i. Se deben cubrir los costos de traslado, alimentación, y hospedaje (de Directores de  Escuelas de Administración de Empresas o del personal designado a tal efecto, de las cuatro universidades estatales)

ii. Profesores participantes deben presentar al ITCR la autorización de sus respectivas instituciones

	6. 
	Vigencia del Convenio
	Convenio vigente por el período necesario para la conclusión del programa de doctorado de los  docentes participantes.
	Vigencia por el período requerido para la obtención del Doctorado en Dirección de Empresas (4 años, con posibilidad de prórroga para estudiantes matriculados en el período 2007-2008, prórroga que se realizará,  según cláusula 8) mediante el intercambio de notas lo que genera costos de carácter administrativo

	7. 
	Cláusulas de extinción
	No contiene.
	Constituye una Comisión de Vigilancia y Control.

	8. 
	Variación de la moneda
	No contempla aspectos que involucren uso de moneda extranjera, ni implicaciones derivadas de diferencias por tipo de cambio.
	Estipula que se debe “…Cancelar por cada módulo el equivalente a MIL EUROS, para cada docente de la Universidad de Valencia que imparta el curso…” .
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22. En síntesis, como puede observarse en la tabla anterior, el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” introduce elementos totalmente nuevos y diferentes a lo pactado inicialmente mediante la “Carta de entendimiento”, los cuales efectivamente redundan en nuevas obligaciones para la Institución.

23. Adicionalmente cabe señalar que el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” no presenta un detalle del aporte financiero que cada una de otras universidades estatales nacionales que suscribieron el convenio se compromete a aportar, tampoco establece las responsabilidades que corresponden a las otras universidades nacionales estatales (UCR, UNA, UNED) en la ejecución de dicho convenio ni contiene un detalle de las consecuencias derivadas de su incumplimiento.

24. Si se toma  en cuenta que CONARE autorizó una partida económica extra, por una única vez, obliga a que se redefina la materia presupuestaria, dado el déficit económico presentado por el convenio,  redefinición que debe tener en cuenta, las variaciones  en torno a la moneda, los gastos acordados para gastos de transporte que de manera forzosa, contemplan a su vez sustituciones de servidores docentes que deben desplazarse a España para estos efectos, de manera independiente a los becarios, hospedaje y alimentación en los términos establecidos, aumento en gastos  administrativos, alzas en el costo de la  matrícula, así como el monto que corresponde a la estimación  adicional del Convenio de Adhesión.       

VI. Aspectos relacionados con la planificación financiera del “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”

25. Desde sus inicios, la administración del ITCR proyectó financiar, íntegramente, el desarrollo del Programa de Doctorado en Dirección de empresas con la Universidad de Valencia, con recursos provenientes del “Fondo del Sistema”. Para financiar, en forma completa, este proyecto, el ITCR solicitó el apoyo del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), el cual en el 2007 le otorgó recursos por un monto cercano a ¢ 67 millones, los cuales fueron incorporados en el Plan anual operativo y del Presupuesto ordinario del ITCR correspondiente al 2008. 

26. No obstante, el día siguiente a la inauguración del Programa de Doctorado en Dirección de empresas con la Universidad de Valencia, el 29 de enero del 2008, el ITCR solicitó al CONARE recursos provenientes del “Fondo del Sistema”, por un monto cercano a los ¢20 millones.
A esta petitoria se hace referencia en el acta de la sesión N° 01-08 de CONARE, realizada el día martes 29 de enero del 2008, sesión en la que se discutió la solicitud del ITCR de recursos adicionales por un monto de ¢20.205.000,00 para el Doctorado con la Universidad de Valencia, a pesar de que el texto del “Convenio de adhesión” supuestamente suscrito el día anterior establece una cuantía estimada cercana a ¢ 67 millones (Cláusula décima)

COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2568, Artículo 8, del 31 de julio del 2008

Página 12

En dicha sesión, el Dr. Olman Segura Bonilla, Rector de la UNA, quien presidió, solicitó al Rector del ITCR explicar las razones para solicitar una suma adicional de poco más de ¢ 20 millones, en vista de que el CONARE ya había asignado al ITCR cerca de ¢ 67 millones para el desarrollo ese programa.
En respuesta, el Rector del ITCR explicó que el refuerzo presupuestario solicitado a CONARE se requería para cubrir los siguientes gastos:

a. Alquilar un aula

b. Contratar un administrador del programa
c. Adquirir equipamiento

d. Pagar un aumento en el costo de las colegiaturas.

Respecto a esta solicitud del ITCR, el Dr. Olman Segura manifestó su preocupación respecto a que, en caso de aprobar la solicitud del ITCR, ello sentaría un precedente inconveniente. 

Esto debido a que, en la solicitud original, el ITCR planteó que ese Programa se desarrollaría, entre otras condiciones, bajo las siguientes:

a. Las clases se impartirían en aulas del ITCR y, en caso de no ser posible, en aulas de otra de las universidades estatales.

b. El programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no requería nueva administración pues, al ser existente, ya contaba con un administrador que estaba a cargo del mismo.
Adicionalmente el Dr. Olman Segura manifestó que el ITCR no explicó para qué se requería el equipamiento.  En consecuencia, señaló, la única parte por considerar sería el incremento debido al tipo de cambio del euro, lo cual representa un aumento de ¢ 5 millones.

Por su parte, el Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior (OPES), M.Sc. José Andrés Masís, manifestó que conforme a la solicitud planteada por el ITCR, era evidente que en la planificación el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no se tomaron en cuenta muchas factores esenciales tales como el alquiler del edificio y de aulas.  Agregó que la idea de CONARE era ayudar al ITCR a “redondear” el financiamiento del programa. 

En respuesta, el M.Sc. Eugenio Trejos, Rector del ITCR, expresó que lo señalado por el Dr. Olman Segura (el incremento debido al tipo de cambio del euro) es lo único que CONARE debe atender.

Asimismo agregó que las demás solicitudes tendrían que ser asumidas por la institución coordinadora (el ITCR). Señaló que esas necesidades no fueron originalmente planteadas, esto es, nunca se habló de esos otros costos para  la Administración, ni de aulas especiales, ni de equipamiento. El programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no se ha dado en ninguna aula especial, sino solo en aulas del ITCR. Lo único no predecible es el cambio de divisa por no haber hecho los cálculos correspondientes.
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También planteó que “él conversaría al respecto para ver cómo atienden las cosas internamente” (con presupuesto del ITCR) . 
Adicionalmente, el Dr. Olman Segura manifiestó que el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no podría estar en un constante cambio del monto de la colegiatura debido al incremento en el tipo de cambio del euro, pues en tal caso, cada vez que se produjera un incremento, habría que hacer otro ajuste al costo de la colegiatura.

En consecuencia, señaló debería pactarse un costo único con la Universidad de Valencia, que en este caso representa un incremento de ¢ 6 millones.

Por su parte, el Lic. Gastón Baudrit Ruiz, Asesor Legal del CONARE, manifestó que la suscripción de un convenio para posibilitar la participación de funcionarios de otras instituciones miembros del CONARE en el programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no sería conveniente pues eso las obligaría a someter el documento a un proceso de ratificación en algunas de las instituciones, por lo que el programa no podría iniciarse hasta que tenga el refrendo y la aprobación de cada una de ellas. 

El Lic. Gastón Baudrit agregó que de suscribirse algún documento, el más práctico sería un contrato con la Universidad. Agregó que, como son documentos independientes para cada Universidad, no se podría firmar un addendum al convenio principal que no han firmado.

El Lic. Gastón Baudrit además agregó que, tendría que  detenerse la ejecución del programa, por lo que recomendó firmar un documento equivalente, pero que no requiera la aprobación posterior por parte de los Consejos Universitarios, sino que sea algo más ejecutivo porque el programa ya se está desarrollando. 

Finalmente, el CONARE acordó: 

· Aprobar, por esta vez, de los recursos del Fondo del Sistema para el 2008, un aporte extraordinario de ¢6.000.000,00 para ayudar a cubrir el incremento en los créditos por materias del Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia así como la diferencia cambiaria experimentada por el  euro. Asimismo, hacer ver a la coordinación del Programa que no podrán aprobarse más reajustes, ya que  no es atendible  estar en un constante cambio del monto de la colegiatura, ni en función de las variaciones cambiarias del euro...”(1).
En principio, si el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” adquiriera eficacia legal, el ITCR debería ingresar esos ¢ 6 millones recibidos del CONARE, procedentes del "Fondo del Sistema", en el  Presupuesto Extraordinario N° 1 del ITCR.  Sin embargo, esta asignación no se dio.

27. Cabe señalar que, a pesar de que este convenio carece de toda validez jurídica, al 17 de Abril del 2008 se han girado fondos para su ejecución por un total de ¢ 36. 500. 948, en código 5201-1320-6004, según el respectivo estado de ejecución de presupuesto.  Esto es, durante el primer trimestre ya se ha ejecutado más de la mitad del total de recursos solicitados a CONARE para financiar este proyecto.
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28. Adicionalmente, en vista de que los gastos asociados al Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia no fueron adecuadamente estimados, el Rector solicitó al Consejo Institucional, mediante la “Modificación presupuestaria 1-2008”, realizar varios cambios en las partidas previamente definidas en el “Presupuesto ordinario 2008” para disponer de los ¢ 67 millones recibidos de parte de CONARE para cubrir ese programa.

Sin embargo, en vista de que el llamado “Convenio de adhesión” había entrado ya en fase de cuestionamiento, el Consejo Institucional dispuso no aprobar cambios en las partidas antes señalados.

29. En respuesta a esta decisión del Consejo Institucional, el M.Sc. Eugenio Trejos, mediante resolución de Rectoría RR-083-08 del 11-Abr-2008, ordenó pagar viajes a España, y viáticos con fondos tomados de la cuenta 5101-1111-0001-1540 de la Rectoría para ser usados en el Programa de Doctorado con la Universidad de Valencia.

Es importante señalar que esta disposición de utilizar recursos destinados a cubrir gastos de la Administración superior contraviene lo dispuesto por la Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos de la República, la cual en el Artículo 110, señala como hechos generadores de responsabilidad administrativa “El empleo de los fondos públicos con finalidades diferentes de aquellas a las que están destinados” (inciso e), y “La autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado”. (inciso f)

VII. Normativa interna y externa aplicable al análisis del trámite de aprobación y ejecución de los convenios entre el ITCR y la Universidad de Valencia 

30. La suscripción de Convenios Marcos y Cartas de Entendimiento por parte del Instituto debe realizarse de acuerdo con lo establecido en las siguientes disposiciones:

a. El “Manual de Normas y Procedimientos para la Firma de Convenios en los que participe el Instituto Tecnológico de Costa Rica”, elaborado por la Dirección de Proyectos de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión, según nota R-423-05, del 12 de octubre del 2005, publicado en la Gaceta del ITCR No. 192.

b. El “Reglamento para la tramitación de Convenios y Cartas de Entendimiento del ITCR”, aprobado por el Consejo Institucional en la Sesión  No. 1989, Artículo 7, del 30 de abril de 1998 (Gaceta del ITCR No. 95)

c. Las “Normas de Presupuesto del ITCR”, acuerdo de la Sesión No. 1887, Artículo, 13 del 30 de mayo de 1996 (Gaceta del ITCR No. 70) las cuales disponen:

Norma 5.
Previo a la firma de todo convenio, contrato o acción similar que no sea de índole administrativa y que implique compromisos financieros deberá ser elaborado por la Dirección de Cooperación, en coordinación con el responsable del Programa Presupuestario correspondiente y la Oficina de Planificación Institucional.  El mismo debe ser dictaminado por la Vicerrectoría de Administración con la evaluación respectiva de su impacto presupuestario, junto a los dictámenes de Asesoría Legal y de la Auditoría Interna.  Cuando corresponda, el convenio o contrato deberá ser refrendado por la Contraloría General de la República.
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31. De acuerdo con la normativa citada, previo a la firma  de cualquier convenio se requiere, en coordinación con la Dirección de Cooperación, de la participación de las siguientes instancias institucionales:

a. La Oficina de Planificación Institucional, la cual emitir un dictamen sobre su pertinencia con los planes institucionales.

b. La Oficina de Asesoría Legal, la cual emitir un dictamen sobre su viabilidad legal.

c. La Vicerrectoría de Administración, la cual emitir un dictamen sobre su viabilidad financiera. 

32. Ley General de Administración Pública (Sobre la eficacia del acto administrativo)

Artículo 145.-

1. Los efectos del acto administrativo podrán estar sujetos a requisitos de eficacia, fijados por el mismo acto o por el ordenamiento.

2. Los requisitos de eficacia producirán efecto retroactivo a la fecha del acto administrativo, salvo disposición expresa en contrario del ordenamiento.

3. Cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa.

4. Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse ni ejecutarse.”

33. Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública 

Artículo 3.- Deber de probidad.

El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.

Artículo 4.- Violación al deber de probidad.

Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá justa causa para la separación del cargo público sin responsabilidad patronal.
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Artículo 38.- Causales de responsabilidad administrativa.

Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que:

f)  Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella.

Artículo 41.- Criterios por considerar.

Las sanciones estipuladas en la presente Ley serán impuestas por las infracciones anteriormente tipificadas que hayan sido cometidas con dolo o culpa grave. Para valorar la conducta del presunto responsable se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:

a)  La efectiva lesión a los intereses económicos de la Administración Pública y la cuantía de los daños y perjuicios irrogados.

b) El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o favorecimiento del autor de la infracción o de terceros, así como el empeño puesto en procurarlos.

c)  El impacto negativo en el servicio público.

e)  El rango y las funciones del servidor; se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor será la obligación de apreciar la legalidad, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.

34. Ley general de control interno.

Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. 

El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.

…
Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.
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35. Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos de la República:  

TÍTULO X

RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD

ARTÍCULO 107.-

Principio de legalidad 


Los actos y contratos administrativos dictados en materia de administración financiera, deberán conformarse sustancialmente con el ordenamiento jurídico, según la escala jerárquica de sus fuentes. Se presume la legalidad de los actos y las operaciones de órganos y entes públicos sujetos a la presente Ley, pero se admitirá prueba en contrario.

 

 

ARTÍCULO 108.-
Criterios de valoración de anomalías


Todo servidor público responderá, administrativa y civilmente, por el desempeño de sus funciones, deberes y atribuciones asignados al cargo, cuando en su conducta medie dolo, culpa o negligencia, sin perjuicio de las responsabilidades penales. Para tal valoración, se tomarán en cuenta, entre otros aspectos, los siguientes: 

…

b)
El rango y las funciones del servidor. Se entenderá que a mayor jerarquía y complejidad de las tareas, mayor será el deber de apreciar la legalidad y conveniencia de los actos que se dictan o ejecutan.

…

d)
La existencia de canales apropiados de información gerencial y la posibilidad de asesorarse con profesionales especializados.

….

 

ARTÍCULO 109.- Debido proceso


Toda responsabilidad será declarada de acuerdo con los procedimientos administrativos de la Ley General de la Administración Pública y demás aplicables a la entidad competente, asegurando a las partes, en todo caso, las garantías constitucionales relativas al debido proceso y la defensa previa, real y efectiva, y sin perjuicio de las medidas preventivas procedentes.

 

ARTÍCULO 110.- Hechos generadores de responsabilidad administrativa


Además de los previstos en otras leyes y reglamentaciones propias de la relación de servicio, serán hechos generadores de responsabilidad administrativa, independientemente de la responsabilidad civil o penal a que puedan dar lugar, los mencionados a continuación:

…
b)
La omisión, el retardo, la negligencia o la imprudencia en la preservación y salvaguarda de los bienes o derechos del patrimonio público o la adopción de acciones dolosas contra su protección, independientemente de que se haya consumado un daño o lesión.

…
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e)
El empleo de los fondos públicos sobre los cuales tenga facultades de uso, administración, custodia o disposición, con finalidades diferentes de aquellas a las que están destinados por ley, reglamento o acto administrativo singular, aun cuando estas finalidades sean igualmente de interés público o compatibles con los fines de la entidad o el órgano de que se trate. 

Asimismo, los funcionarios competentes para la adopción o puesta en práctica de las medidas correctivas serán responsables, si se facilita el uso indebido, por deficiencias de control interno que deberían haberse superado razonable y oportunamente. 

f)
La autorización o realización de compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente presupuestado.

…
l)
El nombramiento de un servidor con facultades de uso y disposición de recursos públicos, que no reúna las condiciones exigidas por el ordenamiento jurídico o los manuales y las reglamentaciones internas, o darle al servidor posesión del cargo sin rendir previamente la caución que ordena esta Ley.

…
o)
Apartarse de las normas técnicas y los lineamientos en materia presupuestaria y contable emitidos por los órganos competentes.

…
q)
Permitir a otra persona manejar o usar los bienes públicos en forma indebida.

ACUERDA:

I. Acciones relacionadas con la ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” 
a. Declarar carente de toda eficacia jurídica el “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, con fundamento en el cual se inició en enero del 2008 el “Programa de Formación de Doctores en Dirección de Empresas” con la Universidad de Valencia.

b. Ordenar a la Administración suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados en y/o relacionados con el convenio mencionado, por el tiempo mínimo necesario para que el nuevo “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, presentado por la Administración al Consejo Institucional sea aprobado por este órgano colegiado y con ello adquiera la eficacia jurídica necesaria para su ejecución.

II. Medidas orientadas a determinar las causas que originaron un trámite incorrecto del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
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c. Solicitar a la Dirección de Cooperación, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe detallado del seguimiento y control dado por esa dirección al trámite de aprobación y suscripción del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED” en términos de “la sucesión sistemática y ordenada de las operaciones” realizadas por las diferentes partes involucradas en la aprobación de dicho convenio (gestor, director de la escuela, Consejo de Escuela, Dirección de Cooperación, Departamento Financiero-Contable, Oficina de Planificación Institucional, Oficina de Asesoría Legal, Rectoría y Consejo Institucional), el cual incluya las referencias a los oficios que sustentan tal seguimiento y control.

d. Solicitar al Director de la Escuela de Administración de Empresas, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe en el que se explique: 

i. El cumplimiento de las responsabilidades que conforme al “Manual de normas y procedimientos para la firma de convenios en los que participe el ITCR” correspondieron al Director de la Escuela de Administración de Empresas y al Consejo de la Escuela de Administración de Empresas en el proceso de trámite y aprobación del “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”
ii. El mecanismo convocatoria utilizado para informar respecto a las condiciones que deberían reunir los aspirantes a participar en el “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas”.
iii. El proceso de selección de las personas a las que inicialmente se les otorgó el derecho de participar en este programa, el cual se refiera a la cantidad de participantes por universidad  y a los criterios de selección utilizados.

III. Medidas orientadas a evaluar el proceso de aprobación y ejecución de convenios internacionales suscritos por el ITCR

e. Solicitar a Auditoría Interna incluir en el “Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna” del año 2009 la elaboración de un “Informe de fiscalización” para ser presentado al Consejo Institucional, el cual se refiera a los siguientes aspectos:

i. Evaluación del cumplimiento de la normativa interna y externa a la que está sujeta el ITCR en materia de convenios, durante los últimos 2 años, por los funcionarios e instancias involucradas en la oportuna y correcta gestión de los convenios suscritos, ejecutados y/o que se encuentren actualmente en trámite. 

ii. Evaluación del cumplimiento de la normativa interna en el trámite seguido para otorgar becas de estudios a los funcionarios del ITCR que participan en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con universidades extranjeras. 
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f. Solicitar a la Dirección de Cooperación, rendir al Consejo Institucional en un plazo de 20 días hábiles contados a partir de la entrada en vigencia de este acuerdo, un informe respecto a los convenios internacionales suscritos por el ITCR que involucren uso de recursos públicos incluidos en el presupuesto institucional, se encuentren en ejecución sin haber sido aprobados por parte del Consejo Institucional y/o se hayan otorgado becas con cargo al presupuesto institucional sin contar con la probación del Comité de Becas.

IV. Establecimiento de responsabilidades aplicables a la conducta presuntamente seguida por los funcionarios del Instituto relacionados con el trámite y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”
g. Solicitar al Rector inhibirse de actuar en las diligencias asociadas a este caso y designar a uno de los integrantes del equipo de rectoría que lo sustituya, en forma interina, con el fin de que proceda conforme con lo dispuesto en la Convención Colectiva en sus artículos 69 y siguientes respecto a los funcionarios a quienes les aplica este cuerpo normativo, en el cumplimiento de las funciones que de acuerdo con la normativa aplicable le corresponden al Rector del Instituto. 

Esta solicitud se plantea con el propósito de impedir la invocación de nulidades en lo que respecta a la aplicación del debido proceso en la controversia dirigida al establecimiento de las responsabilidades que eventualmente le competan a los funcionarios del Instituto relacionados con este caso, excepto al mismo Rector. 

h. Remitir al Directorio de la AIR este acuerdo y una copia de la información contenida en el expediente de este caso, a efecto de que proceda como en derecho corresponde, en los extremos que apliquen a la conducta presuntamente seguida por el Rector en el trámite y ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, conforme a la normativa interna aplicable al manejo de este caso, y supletoriamente, por lo dispuesto por el Código de Trabajo.

i. Solicitar a la Administración aplicar en forma supletoria el Código de Trabajo a todos y cada uno de los funcionarios presuntamente involucrados en el proceso de formulación, revisión y trámite de aprobación así como de su ejecución del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico número 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, así como las responsabilidades civiles y administrativas que competan en caso de que así se llegue a determinar.

j. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 

NOTA 1: Este acuerdo obtuvo su firmeza en la Sesión No. 2571, celebrada el 14 de agosto del 2008, con la aprobación del Acta No. 2568.

NOTA 2: Este acuerdo fue derogado por la AIR, en Sesión Extraordinaria AIR-72-09, efectuada el 25 de febrero del 2009, al declarar con lugar la apelación presentada por el señor Rector contra  el acuerdo.
COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2568, Artículo 8, del 31 de julio del 2008
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